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se han realizado modificaciones sustanciales de los mismos y se ha dado nueva 
redacción a determinados preceptos de la LGHPA, en lo referente a providencia 
de apremio y prescripción. Entendemos que el hecho de haberse realizado a lr#« 
vés de la Ley de Acompañamiento supone para las CCAA admitir cierta dmlt 
sobre la aplicación del límite del art. 134.7 de la CE, a sus presupuestos.

Compartimos la opinión doctrinal mayoritaria contraria a este tipo de IcyM 
que pueden ser inconstitucionales por conculcación del principio de segurid* 
jurídica y por poder incurrir en fraude de ley constitucional81. Lo primero, por* 
que se produce una dispersión normativa que resta coherencia y dificulta su cuín 
prensión. Y lo segundo, porque, mediante ellas, se trata de eludir las limitado* 
nes propias de la Ley de Presupuestos.

81 Cazorla Prieto, L.M.: «Propuesta de reforma de la actual configuración de lii» II#' 
das leyes de acompañamiento presupuestario», op. cit., págs. 77 a 86. Para una amplia vhlrtfl 
tema, vid. el libro del mismo autor: Las llamadas leyes de acompañamiento presupuestario, ■  
cial Pons e IEF, Madrid, 1998. En este sentido, vid. Martín Queralt, J.: «La Ley de Acoinrf 
miento o el sinvivir del Derecho», op. cit., págs. 3 a 7; Albiñana García-Quintana, t ,I  
mentario al art. 134 de la CE», op. cit., págs. 342 y 343; Sánchez Blázquez, V.M.: «La I 
Presupuestos y las Leyes de Acompañamiento», op. cit., págs. 867 a 891; Cubero Trovo, k 
Molina Lebrón, A.; «El Consejo Económico y Social frente a las Leyes de Acompañamil* 
GF, núm. 173, 1999, págs. 17 y ss.
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I, Introducción

Entre las modalidades de recursos de financiación previstos en el artículo 
I > / I de la Constitución para las Comunidades Autónomas, encontramos la fi- 
>l" a de las tasas como impuesto cedido (se prevé la cesión de las tasas y demás 

■Micciones sobre el juego), como tributo sobre el que se ha establecido un recar-
autonómico (Andalucía ha creado un recargo sobre la Tasa fiscal que grava 

los juegos de suerte, envite o azar si bien, recientemente, el citado recargo ha 
»ldo suprimido) y como tributo propio (en un Estado autonómico como el nues- 
|m la figura de la tasa, como tributo propio, cobra especial relevancia ya que 
i (instituye la contraprestación de naturaleza tributaria apta para hacer frente al 
picdo derivado de la prestación de gran número de los servicios públicos auto­
nómicos originales o transferidos en virtud del traspaso de competencias estata- 
liM. Los precios públicos constituyen una fuente de ingreso distinta si bien su 
jjfgtilación se ha venido realizando, por contraposición conceptual, junto con las 
lusas.

Ya desde el principio de la exposición creemos conveniente introducir la dis- 
lim ión entre la tasa y el precio público para lo cual, cómo no, nos serviremos 
ilr la doctrina constitucional al respecto.

Seguidamente, comentaremos la actual situación de las tasas y los precios 
jiilhlicos en nuestra Comunidad después de los pronunciamientos del Tribunal 
Constitucional.
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Para finalizar, dedicaremos un breve análisis a los aspectos más controvertí 
dos de las Tasas sobre el juego como tributos cedidos así como al caso del Rfl 
cargo de la Tasa estatal sobre los juegos de suerte.

II. Notas sobre el concepto de tasa y precio público

1. La tasa

La Ley 4/1988, de 5 de julio, de Tasas y Precios Públicos de la Cornilnlj 
Autónoma de Andalucía (LTPPCAA) fue una norma precoz: vio la luz «uní 
la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos estatal y a la l.tiy j 
1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales eran solo | 
yectos. Consecuencia, quizás, de su precocidad fue un concepto de tasa ImH 
más cercano al del Texto Refundido de Tasas Fiscales de 1966 1 o al de la I 
General Tributaria de 1963, que al posteriormente definido en la Ley 8/19t f

Según el artículo 4 de la Ley, son tasas de la Comunidad Autónoma *1»* 
dalucía «las establecidas por Ley de su Parlamento o las transferidas poi e| 
tado o los Entes Locales, cuyo hecho tributable consista en la utilización ib*l 
minio público de dicha Comunidad Autónoma, en la prestación de un 
público o en la realización de una actividad por la Administración autoM 
(...) que se refiera, afecte o beneficie de un modo particular o individual ni 
to pasivo, siempre que la prestación o la actividad no pueda ser reiili/mlu f 
sector privado, ya sea por su propia naturaleza o por disposición legnl»i 
do al margen el comentario acerca de la pésima redacción del artículo. In f 
distingue dos supuestos de hecho distintos que generan el pago de mui I 
utilización del dominio público y la realización por la Administración 0  
mica de una actividad que se refiera, afecte o beneficie de modo 
sujeto y que no pueda ser prestada por el sector privado ya sea debido ! ■  
pia naturaleza o a la existencia de una exclusión legal al respecto.

En cuanto al primer supuesto, la Ley de Tasas y Precios Público* i|« 
munidad Autónoma de Andalucía, sigue el patrón clásico y consuler* yf 
la contraprestación debida por la utilización privativa del dominio públll|

1 Decreto 3059/1966, de 1 de diciembre, por el que aprueba el texto irlum M
Fiscales (BOE de 19 de diciembre). Según el artículo 1 de esta norma son tasan - l» lj
gidos por el Estado cuyo hecho imponible consiste en la utilización del dominio púhll
tación de un servicio público o la realización por la Administración de una a c liv lt i id ^
ra, afecte o beneficie de modo particular al sujeto pasivo».
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silbemos, en su redacción original, la Ley 8/1989 extraía dicho supuesto de la 
tili-.i ele tasa para incluirlo en la de precio público2. Curiosamente, en este pun­
ió. el Iribunal Constitucional ha dado la razón a la norma andaluza al expulsar 
ilr la categoría de los precios públicos la autorización, concesión o licencia para 
In utilización privativa del dominio público, pues, existe una situación de mono­
polio del sector público que convierte en coactiva la contraprestación 3.

En cuanto a las tasas por realización de actividades por la Administración 
M'"’ 'lecten, beneficien o se refieran de modo particular al sujeto, la Ley auto- 
...... .. u resultaba bastante menos clara en su expresión que la estatal. Ambas co­
lín nli.111 en la procedencia de las tasas cuando el sujeto resultaba singularmente 
Mlicficiado por una actividad administrativa que no podía ser realizada por una 
Vtuni.id privada ya fuera por tratarse de un ejercicio de imperio (por la propia 
Rtil maleza de la prestación), ya fuera por la existencia legal de monopolio pú- 
fclhu. La Ley de Tasas y Precios Públicos puntualizaba, además, la necesaria 
ytnn 111 renda de que la actividad fuese de solicitud o recepción obligatoria para 
■ I  mlininistrados4. En realidad, esta nota de obligatoriedad se hallaba igualmente 
P  In I ,ey de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
p e  hablaba de precio público cuando no había concurrencia con el sector pri- 
P*'" pero «atendidas las características del servicio o actividad y las condicio- 

I* que concurran en su demanda, puede estimarse que la contraprestación se 
H |*hiii' voluntariamente»5.

I a s u m e n ,  la legislación sobre tasas y precios públicos llamaba tasa a un 
Mnim que constituía la contraprestación pecuniaria de una actividad o servicio de 
piliiiinistración que beneficiaba especialmente al sujeto cuando se daban simul- 

B iulíente dos circunstancias: obligatoriedad en solicitud o recepción del servi- 
P  " "vidad pública y existencia de un monopolio legal en favor del ente públi-

I lltlcialmente, el art. 6 de la LTPP (que modificó la dicción original del art. 26 de la LGT) 
p h " Mue las tasas eran «tributos cuyo hecho imponible consiste en la prestación de servicios 
KNH/Hción de actividades en régimen de Derecho público, que se refieran, afecten o benefi- 

nujclos pasivos, cuando concurran las dos siguientes circunstancias: a) que sean de soli- 
BfjK'f|>ción obligatoria por los administrados, b) que no puedan prestarse o realizarse por el 

| t  privado, por cuanto impliquen intervención en la actuación de particulares o cualquier otra 
(fniMciún del ejercicio de autoridad o porque, en relación con dichos servicios, esté estable- 

P *  •'"" 'Vil a favor del sector público conforme a la normativa vigente».
■ V i' hm- el FJ.4.° de la STC 185/1995, de 13 de abril, 

húmico concepto de tasa quedaba plasmado en la primera redacción del artículo 20 de la 
■ H uhk, Reguladora de las Haciendas Locales.

I Articulo 5 de la Ley 4/1988, de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad Autónoma de
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co. Cuando cualquiera de estos requisitos faltaba (el servicio se solicitaba o reci­
bía voluntariamente o, por su naturaleza, era susceptible de ser prestado por el 
sector privado), no estábamos ante un tributo, sino ante un precio público6.

El actual concepto de tasa procede de la importante Sentencia del Tribunal 
Constitucional 185/1995 de 14 de diciembre. En ella, el Tribunal Constitucio­
nal, al extraer del concepto de precio público las prestaciones patrimoniales do 
carácter público, redefinió el concepto de tasa contenido en el artículo 26.1.a) 
de la Ley General Tributaria, en el artículo 6 de la Ley de Tasas y Precios Públi 
eos y en el artículo 20 de la Ley de Haciendas Locales. Los precios públicos 
que abandonan esta denominación por presentar la nota de la coactividad que­
dan ahora enmarcados, como prestaciones patrimoniales de carácter público, en 
la idea de tasa. Esta remisión al concepto de tasa de los precios públicos «coac­
tivos» se debe a la conexión de las definiciones de tasa y precio público que 
establecía el artículo 6 de la Ley 8/1989 de Tasas y Precios Públicos 7. Ello no 
implica la equiparación de ambos conceptos ya que, como el mismo Tribunal se 
encarga de aclarar, las tasas junto con los impuestos y las contribuciones espe­
ciales son tributos y constituyen sólo una especie dentro del género de las pres 
taciones patrimoniales de carácter público que es un concepto más amplio8.

6 Así se extraía del artículo 5 de la Ley 4/1988, del artículo 24 de la Ley 8/1989 y del arti­
culo 41 de la Ley 39/1988.

7 Así lo entiende el Tribunal Constitucional en el FJ. l.°: «Esta nueva figura legal de ingresa 
público nace, a partir de la aplicación de un nuevo criterio de clasificación de las categoría s 
tributarias precedentes, de la división de la anterior figura de la tasa, de la que asume parte de la 
que había sido su contenido tradicional». Creemos que es este el sentido en que el Tribunal Consti­
tucional equipara los precios públicos que son prestaciones patrimoniales de carácter público con 
los tributos (tasas) en su más reciente pronunciamiento de 16 de diciembre de 1999 (STC 233/1999, 
FJ. 18). No compartimos la opinión de Palao ya que el Constitucional no identifica sin más las pres­
taciones patrimoniales de carácter público con los tributos sino a los precios públicos que son veril.i 
deras prestaciones patrimoniales de carácter público que es distinto. Ver «Lo más destacado de Itt 
Sentencia del Tribunal Constitucional 233/1999, de 16 de diciembre, sobre la Ley de Haciendas Lo­
cales», Revista de Estudios Financieros, número 204, marzo de 2000, pág. 148.

8 «El art. 31.3 C.E., apartándose de lo que era tradicional en nuestros textos constitucionales 
y legales —en los que el objeto de la reserva de ley se establecía por referencia a categorías tributaria s 
concretas—, no recurre explícitamente a ninguna de las figuras jurídicas existentes en el momento 
de la elaboración y aprobación de la Constitución, ni tampoco utiliza el concepto genérico de tribu
to, sino la expresión más amplía y abierta de “prestación patrimonial de carácter público"» (FJ, 
3.°). Así, en la Sentencia 182/1997 de 28 de octubre el Tribunal Constitucional califica como presta 
ción patrimonial de carácter público el pago por el empleador de prestaciones de invalidez laboral 
transitoria (ILT) a sus trabajadores por concurrir la nota de coactividad y presentar «una inequívoca 
finalidad de interés público» aunque no se trate de un ingreso público (FJ. 15).
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La adaptación de la normativa a este pronunciamiento afectó, antes que a 
ningún otro ámbito, a la esfera autonómica cuando, la Ley Orgánica 3/1996, de 
27 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica 3/1980 de Financiación de 
las Comunidades Autónomas, reconfiguró el concepto de tasa dispuesto en el 
art. 7 de la LOFCA. Posteriormente, la Ley 25/1998, de 13 de julio, de modifi­
cación del Régimen Legal de las Tasas Estatales y Locales y de Reordenación 
de las Prestaciones Patrimoniales de Carácter Público dio nueva redacción a las 
otras disposiciones estatales afectadas9.

Como consecuencia de todo este proceso, tasas son aquellos tributos cuyo 
hecho imponible consiste en la utilización privativa o aprovechamiento especial 
del dominio público, en la prestación de servicios o en la realización de activi­
dades en régimen de Derecho público que se refieran, afecten o beneficien de 
modo particular al sujeto pasivo, cuando se produzca cualquiera de las circuns­
tancias siguientes:

Primera: que los servicios o actividades no sean de solicitud voluntaria para 
los administrados. A estos efectos, no se considerará voluntaria la solicitud por 
parte de los administrados: cuando venga impuesta por disposiciones legales o 
reglamentarias o cuando los bienes, servicios o actividades requeridos sean im­
prescindibles para la vida privada o social del solicitante.

Segunda: que no se presten o realicen por el sector privado esté o no esta­
blecida su reserva a favor del sector público conforme a la normativa vigente.

2. El precio público

La Ley de Tasas y Precios Públicos de Andalucía también resultó increíble­
mente novedosa al incluir un concepto, hasta entonces doctrinal, en un texto po-

9 Esta Ley se encargó de la traducción positiva de la nueva doctrina constitucional acerca 
de las categorías tributarias y demás prestaciones patrimoniales públicas coactivas. La adaptación 
al pronunciamiento constitucional supuso la nueva redacción de los preceptos dedicados a las ta­
sas y a los precios públicos no sólo en el ámbito estatal (Ley General Tributaria, la Ley de Tasas y 
Precios Públicos) sino también en el autonómico (Ley Orgánica de Financiación de las Comuni­
dades Autónomas, Estatutos de Autonomía y demás Leyes autonómicas sobre la materia) y en el 
local (Ley de Haciendas Locales). En este sentido, el último pronunciamiento del Tribunal Cons­
titucional sobre la Ley 38/1989 ( Sentencia 233/1999 de 28 de diciembre) llega tarde ya que el 
único precepto que ha declarado inconstitucional (artículo 45.1) presenta desde 1998 una redac­
ción conforme a la nuevos conceptos de precio público y tasa (FJ. 1 y primer apartado del Fallo).

10 Las Comunidades Autónomas que como Aragón, Asturias, Baleares, Navarra o Valencia 
elaboraron antes que Andalucía Leyes de Tasas, nada decían acerca de los precios públicos. Fue
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que abandonan esta denominación por presentar la nota de la coactividad q 
dan ahora enmarcados, como prestaciones patrimoniales de carácter público, 
la idea de tasa. Esta remisión al concepto de tasa de los precios públicos «co 
tivos» se debe a la conexión de las definiciones de tasa y precio público q 
establecía el artículo 6 de la Ley 8/1989 de Tasas y Precios Públicos 7. Ello 
implica la equiparación de ambos conceptos ya que, como el mismo Tribunal 
encarga de aclarar, las tasas junto con los impuestos y las contribuciones es 
ciales son tributos y constituyen sólo una especie dentro del género de las p 
taciones patrimoniales de carácter público que es un concepto más amplio 8. 

6 Así se extraía del artículo 5 de la Ley 4/1988, del artículo 24 de la Ley 8/1989 y del ard 
culo 41 de la Ley 39/1988. 

7 Así lo entiende el Tribunal Constitucional en el FJ. 1.0 : «Esta nueva.figura legal de ing 
público nace, a partir de la aplicaci6n de un nuevo criterio de clasificaci6n de las categorli 
tributarias precedentes, de la divisi6n de la anterior figura de la tasa, de la que asume parte de 
que había sido su contenido tradicional». Creemos que es este el sentido en que el Tribunal Con 
tucional equipara los precios públicos que son prestaciones patrimoniales de carácter público e 
los tributos (tasas) en su más reciente pronunciamiento de I 6 de diciembre de 1999 (STC 233/1999, 
FJ. 18). No compartimos la opinión de Palao ya que el Constitucional no identifica sin más las prea 
taciones patrimoniales de carácter público con los tributos sino a los precios públicos que son verde 
deras prestaciones patrimoniales de carácter público que es distinto. Ver «Lo más destacado de 1 
Sentencia del Tribunal Constitucional 233/1999, de 16 de diciembre, sobre la Ley de Haciendas 
cales», Revista de Estudios Financieros, número 204, marzo de 2000, pág. 148. 

8 «El art. 31.3 C.E., apartándose de lo que era tradicional en nuestros textos constituciona'-, 
y legales -en los que el objeto de la resen,a de ley se establecía por referencia a categorías tributaria, 
concretas-, no recurre explícitamente a ninguna de las figuras jurfdicas existentes en el momento 
de La eLaboraci6n y aprobaci6n de La Constituci6n, ni tampoco utiliza el concepto genérico de tribflo 
to, sino la expresi6n más amplía y abierta de "prestaci6n patrimonial de carácter público"» ( 1 
3. º). Así, en la Sentencia 18211997 de 28 de octubre el Tribunal Constitucional califica como pres 
ción patrimonial de carácter público el pago por el empleador de prestaciones de invalidez !abo 
transitoria (ILT) a sus trabajadores por concurrir la nota de coactividad y presentar «una inequívoca 
finalidad de interés público» aunque no se trate de un ingreso público (FJ. 15). 
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La adaptación de la normativa a este pronunciamiento afectó, antes que a 
ningún otro ámbito, a la esfera autonómica cuando, la Ley Orgánica 3/1996, de 
7 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica 3/1980 de Financiación de 

las Comunidades Autónomas, reconfiguró el concepto de tasa dispuesto en el 
11'l. 7 de la LOFCA. Posteriormente, la Ley 25/1998, de 13 de julio, de modifi­
l'UCión del Régimen Legal de las Tasas Estatales y Locales y de Reordenación 
d las Prestaciones Patrimoniales de Carácter Público dio nueva redacción a las 
otras disposiciones estatales afectadas 9

• 

Como consecuencia de todo este proceso, tasas son aquellos tributos cuyo 
hecho imponible consiste en la utilización privativa o aprovechamiento especial 
del dominio público, en la prestación de servicios o en la realización de activi­
lades en régimen de Derecho público que se refieran, afecten o beneficien de 
modo particular al sujeto pasivo, cuando se produzca cualquiera de las circuns-
tancias siguientes: 

Primera: que los servicios o actividades no sean de solicitud voluntaria para 
los administrados. A estos efectos, no se considerará voluntaria la solicitud por 
parte de los administrados: cuando venga impuesta por disposiciones legales o 
reglamentarias o cuando los bienes, servicios o actividades requeridos sean im­
prescindibles para la vida privada o social del solicitante. 

Segunda: que no se presten o realicen por el sector privado esté o no esta­
blecida su reserva a favor del sector público conforme a la normativa vigente. 

2. El precio público 

La Ley de Tasas y Precios Públicos de Andalucía también resultó increíble­
mente novedosa al incluir un concepto, hasta entonces doctrinal, en un texto po-

9 Esta Ley se encargó de la traducción positiva de la nueva doctrina constitucional acerca 
de las categorías tributarias y demás prestaciones patrimoniales públicas coactivas. La adaptaci_ón 
al pronunciamiento constitucional supuso la nueva redacción de los preceptos dedicados a las ta­
sas y a los precios públicos no sólo en el ámbito estatal (Ley General Tributaria, la Ley de Tasas _Y 
Precios Públicos) sino también en el autonómico (Ley Orgánica de Financiación de las Comuni­
dades Autónomas, Estatutos de Autonomía y demás Leyes autonómicas sobre la materia) y en el 
local (Ley de Haciendas Locales). En este sentido, el último pronunciamiento del Tribunal Cons­
titucional sobre la Ley 38/1989 ( Sentencia 233/1999 de 28 de diciembre) llega tarde ya que el 
único precepto que ha declarado inconstitucional (artículo 45.1) presenta desde 1998 una redac­
ción conforme a la nuevos conceptos de precio público y tasa (FJ. 1 y primer apartado del Fallo). 

10 Las Comunidades Autónomas que como Aragón, Asturias, Baleares, Navarra o Valencia 
elaboraron antes que Andalucía Leyes de Tasas, nada decían acerca de los precios públicos. Fue 
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sitivo: el precio público l0. La idea de precio público que se desprendía del artí 
culo 5 de la Ley 4/1988 era, sin embargo, algo confusa. Son precios públicos las 
«contraprestaciones pecuniarias percibidas por la Administración autonómica por 
razón de:

a) Entrega de bienes corrientes.
b) Operaciones comerciales, industriales o análogas.
c) Prestación de servicios públicos o realización de actividades adminis 

trativas individualizables, que sean susceptibles de ser prestados o real i 
zadas concurrentemente por el sector privado». Cuando no se dé dicha 
concurrencia, estaremos igualmente ente un precio público si, «atendí 
das las características del servicio o actividad y las condiciones que con­
curran en su demanda, puede estimarse que la contraprestación se satis 
face voluntariamente. La voluntariedad en estos casos viene determinad.i 
principalmente por la posibilidad del interesado de utilizar otros medios 
para la consecución del servicio o actividad de que se trate». La conlii 
sión procede, sobre todo, de la interpretación que hace el legislador de 
la voluntariedad: parece que esta nota sólo se tiene en cuenta si falta la 
concurrencia privada pero, al mismo tiempo, cabe la posibilidad de mi 
lizar otros medios para la obtención del servicio (¿qué otros medios? 11).

Es cierto que el legislador andaluz es poco preciso en la primera definición 
de precio público pero se alcanza a entender su intención: deslindar el precio 
público del concepto de tasa.

Dejando al margen la calificación como precio de la contraprestación poi 
utilización privativa del dominio público, la versión original del artículo 24 de 
la Ley 8/1989 deja claro que se exigirá un precio público (y no una tasa) cuando 
el servicio o actividad no sea de solicitud o recepción obligatoria o cuando no 
exista a favor del sector público una reserva ya sea legal, ya sea por la naturali­
za del servicio 12 *.

con posterioridad, sobre todo, a la Ley 8/1989 de Tasas y Precios Públicos cuando algunas Auto 
nomías (Canarias, Cantabria, Castilla y León, Castilla la Mancha, Cataluña, Extremadura, Mu 
drid, Murcia y Álava, Guipúzcoa y Vizcaya) siguieron el ejemplo y dictaron normas paralelas.

11 También Salvador Ramírez expresó de este modo su perplejidad en «Análisis de la futuui 
legislación en materia de Precios Públicos y su adecuación a los principios constitucionales en 
materia financiera», Alcabala 1988, número 2, pág. 248.

12 Entonces importaba poco que, no existiendo tal reserva, sólo prestara efectivamcnie el
servicio el sector público, es decir, que existiera un monopolio de hecho.
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El Tribunal Constitucional entiende, sin embargo, que para estar ante un pre- 
> io público los requisitos expuestos han de darse de forma simultánea pues, de 
lo contrario, estaríamos ante una prestación patrimonial pública coactiva . A la 
luz de este pronunciamiento, la Ley de Tasas y Precios Públicos, en la redacción 
dada por la Ley 25 /1998, dispone que «tendrán la consideración de precios pú­
blicos las contraprestaciones pecuniarias que se satisfagan por la prestación de 
servicios en régimen de Derecho público cuando, prestándose también tales ser­
vicios o actividades por el sector privado, sean de solicitud voluntaria por parte 
,lc los administrados». El nuevo concepto debe entenderse referido no sólo a los 
precios públicos estatales, sino a los locales y a los autonómicos aunque, como 
ocurre en nuestra Comunidad Autónoma, no se haya elaborado, aún, una Ley 
del Parlamento autonómico que de nueva redacción a la respectiva Ley de Tasas 
y Precios Públicos y reordene las prestaciones patrimoniales de carácter publico 

en el ámbito de la Comunidad Autónoma.

III. Notas sobre las tasas y precios públicos en la Comunidad Autóno­

ma de Andalucía

I Tasas y precios públicos propios

El artículo 157.1 de la Constitución española cita, entre los recursos financieros 
de las Comunidades Autónomas, los propios impuestos, tasas y contribuciones es­
peciales. En el establecimiento de sus tributos propios las Comunidades Autónomas 
lian de atender a los parámetros constitucionales, a la Ley Orgánica de Financiación 
ile las Comunidades Autónomas y a los respectivos Estatutos de Autonomía. Asi, no 
podrán establecer tributos sobre bienes situados fuera de su territorio, que obstaculi­
cen la libre circulación de mercancías o servicios (artículo 157.2 CE) o que recaigan 
sobre hechos imponibles gravados por el Estado (artículo 6.2 LOFCA) y, aunque 
podrán establecer y gestionar tributos sobre las materias que la legislación Local des­
une a las Corporaciones, habrán de determinar medidas de compensación para no
mermar los ingresos de la entidad local (artículo 6.3 LOFCA).

En lo que al tema que nos ocupa se refiere, el artículo 4 de la Ley Orgánica 
8/1980 de Financiación de las Comunidades Autónomas enumera, entre otras 
fuentes de ingreso de las Comunidades Autónomas, las tasas como tributo pro­
pio y, sus propios precios públicos 14. Por su parte, el Estatuto de Autonomía de

'3 Véase el FJ.3.° de la STC 185/1995, de 14 de diciembre.
'4 La inclusión expresa de los precios públicos entre los recursos de las Comun.dades Au- 

tónomas se debe a la Ley Orgánica 1/1989, de 13 de abril (BOE de 15 de abnl).
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la Comunidad Autónoma de Andalucía 15 establece en su artículo 56, conm im 
greso de la hacienda de la Comunidad Autónoma, «el rendimiento de sus | ihm| 
pias tasas por aprovechamientos especiales y por la prestación de servicios <li 
rectos por parte de la Comunidad Autónoma, sea de propia creación o cotM 
consecuencia de los traspasos de servicios estatales» l6. En este sentido, el mil 
culo 7.2 de la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónonifl 
especifica que «cuando el Estado o las Corporaciones Locales transfieran a Im 
Comunidades Autónomas bienes de dominio público para cuya utilización cnMM 
vieran establecidas tasas o competencias en cuya ejecución o desarrollo pri'*lflfl 
servicios o realicen actividades igualmente gravadas con tasas, aquéllas y <Mm 
se considerarán como tributos propios de las respectivas Comunidades».

En Andalucía, las tasas y los precios públicos propios se hallan regulmlfl 
en la Ley 4/1988, de 5 de julio, de Tasas y Precios Públicos de la Comiiimlti^ 
Autónoma de Andalucía. Como ya hemos señalado, dicha norma se elabora n ||j 
par que, a escala estatal, se proyecta la Ley de Tasas y Precios Públicos y la I .«y 
Reguladora de las Haciendas Locales. A pesar de ello, en Andalucía, la legisla 

ción sobre las Tasas se retrasa con respecto a otras Comunidades Autónomas A 
diferencia de las Leyes de Tasas elaboradas por otras Autonomías, nuestra l.<tj 
es una norma codificadora17. Intenta organizar la maraña de figuras tribuí.uia| 
y no tributarias dejada por la Ley de Tasas y Exacciones Parafiscales, de 2<» i|« 
diciembre de 1958 y el Real Decreto 3059/1966, de 1 de diciembre que api ut'lin 
el Texto Refundido de Tasas Fiscales operando la conversión de algunas i;isut 
estatales en tasas autonómicas: al tiempo que mantiene algunas figuras, aprová 
cha para suprimir las tasas que han quedado obsoletas (como la tasa admi ni si m 
ti va por compulsas) y para crear nuevas tasas netamente autonómicas (como lu 
de pesca marítima, capacitación marítimo-pesquera, obras y servicios de la, ag* 
tualmente, Consejería de Medio Ambiente o la de denominación de origen).

15 Aprobado por Ley Orgánica 6/1981, de 30 de diciembre.
16 Lógicamente, el Estatuto de Andalucía no menciona entre las vías de financiación de lu 

Comunidad Autónoma los precios públicos por ella establecidos pues, como ya sabemos, cu lu 
fecha de dicha norma, ni siquiera existía el concepto de precio público.

17 El artículo 1.2 de la Ley deja al margen el caso de las Tasas universitarias y las rendir1 ii
la Ley Orgánica correspondiente. Posteriormente, la Ley 11/1988, de 28 de diciembre, de mrill
das en materia de Hacienda Pública, de introducción del euro, de expropiación forzosa, de contm>
tación de la Función Pública, de tasas y precios públicos de las Universidades, de juegos y apiic*
tas y Empresa Pública para el Desarrollo Agrario y Pesquero en Andalucía, S.A., introduce en lu
L 4/1988 una disposición Adicional Única acerca de la determinación de las cuantías de las Tundí 

y Precios Públicos de las Universidades Andaluzas.
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El legislador andaluz quiso aplicar el principio de reserva de ley con con­
tundencia y apurar en una sola norma legal no sólo la definición de los elemen- 
II esenciales de la figura tributaria de la tasa, sino la regulación de todas las 
Ihs.is vigentes en Andalucía. En realidad, esto no era necesario. Según el Tribu- 
uul Constitucional, el carácter relativo de la reserva de ley tributaria permite que 
lu ley no tenga porqué agotar toda la regulación del tributo en cuestión. Basta 
i un que la ley determine los elementos esenciales del tributo l8. Ahora bien, esta 
d. i. i minación tampoco debe exigirse con la misma exhaustividad para todos los 
elementos esenciales ni para todas las categorías tributarias ni para todos los 
Ambitos territoriales del poder tributario. La flexibilidad del principio de reserva 
.I. ley tributaria modula el grado de intervención del legislador19. El nivel se 
Incrementa cuando estamos ante tributos estatales o autonómicos puesto que en 
lo esfera local el principio de autoimposición se entiende, dentro de ciertos lí­
mites, cumplido con el órgano de representación equivalente al Parlamento (Pleno 
de la Corporación Municipal) pese al rango reglamentario de las Ordenanzas 
Municipales20. Asimismo, el legislador puede disminuir el grado de precisión 
normativa cuando se trata de contribuciones especiales o tasas que son tributos 
. un menor incidencia en la configuración del sistema tributario21. Finalmente, 
en cuanto a los elementos esenciales del tributo, la exigencia de ley es imperati­
va cuando se trata de establecer beneficios fiscales22, precisar los sujetos pasi-

18 FJ. 4 de la Sentencia 6/1983, FJ. 4 de la 37/1981, FJ. 4 de la 6/1984, FJ. 3 de la 179/ 
1985, FJ. 5 de la 185/1995 y FJ. 9 de la 233/1999.

19 P. Alguacil Marí realiza un interesante análisis de este fenómeno en «Acerca de la flexi­
bilidad de la reserva de ley en materia tributaria», Revista española de Derecho Financiero, Civitas, 
número 101, enero-febrero de 1999, págs. 5 a 34. También A. Rodríguez Bereijo lo pone de mani- 
liesto en «Los principios de la imposición en la jurisprudencia constitucional española», Revista es­
pañola de Derecho Financiero, Civitas, número 100, octubre-diciembre de 1998, pág. 600.

20 No se trata de equiparar ambas fuentes del Derecho ni de conceder una habilitación en 
blanco a los entes territoriales sino de ser realistas y conjugar a escala local el reconocimiento 
constitucional de poder tributario (derivado) y el principio de autonomía municipal con el princi­
pio de reserva de ley tributaria. En este sentido, FJ. 4 de la Sentencia 19/1987, FJ. 3 de la 179/ 
1985, FJ. 4 de la 19/1987 y FJ. 7 de la 221/1992.

21 FJ. 7 de la Sentencia 221/1992 y FJ.9 de la 182/1997.
22 Artículo 133.3 de la Constitución. El Tribunal (FJ. 6 de la Sentencia 6/1983 y FJ. 8 de la 

182/1997) ha reiterado que si bien el establecimiento de exenciones y demás beneficios tributa­
rios ha de hacerse mediante ley por tratase de una quiebra del principio de generalidad (artículo 
31.1 de la Constitución) que necesita del consentimiento parlamentario, la eliminación o supre­
sión de este tratamiento de favor no exige tal formalidad pues en tal caso se está reinstaurando de 
nuevo dicho principio. No podemos compartir esta tesis por su dudosa compatibilidad con el prin­
cipio de jerarquía normativa entre ley y reglamento.
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En Andalucía, las tasas y los precios públicos propios se hallan re 
en la Ley 4/1988, de 5 de julio, de Tasas y Precios Públicos de la Com 
Autónoma de Andalucía. Como ya hemos señalado, dicha norma se ela 
par que, a escala estatal, se proyecta la Ley de Tasas y Precios Públicos y 1 
Reguladora de las Haciendas Locales. A pesar de ello, en Andalucía, la 1 
ción sobre las Tasas se retrasa con respecto a otras Comunidades Autóno 
diferencia de las Leyes de Tasas elaboradas por otras Autonomías, nue t 
es una norma codificadora 17. Intenta organizar la maraña de figuras tribu 
y no tributarias dejada por la Ley de Tasas y Exacciones Parafiscales, de 
diciembre de 1958 y el Real Decreto 3059/1966, de 1 de diciembre que ap 
el Texto Refundido de Tasas Fiscales operando la conversión de alguna 
estatales en tasas autonómicas: al tiempo que mantiene algunas figuras, ap 
cha para suprimir las tasas que han quedado obsoletas (como la tasa admin 
tiva por compulsas) y para crear nuevas tasas netamente autonómicas (co 
de pesca marítima, capacitación marítimo-pesquera, obras y servicios de 1 
tualmente, Consejería de Medio Ambiente o la de denominación de origen). 

15 A probado por Ley Orgánica 6/ 1981, de 30 de diciembre. 
16 Lógicamente, el Estatuto de Andalucía no menciona entre las vías de financiación 

Comunidad Autónoma los precios públicos por ella establecidos pues, como ya sabemo , 
fecha de dicha norma, ni siquiera existía el concepto de precio público. 

17 El artículo 1.2 de la Ley deja al margen el caso de las Tasas universitarias y las rem 
la Ley Orgánica correspondiente. Posteriormente, la Ley 11/1988, de 28 de diciembre, de 
das en materia de Hacienda Pública, de introducción del euro, de expropiación forzosa, de con 
tación de la Función Pública, de tasas y precios públicos de las Universidades, de juegos y ap 
tas y Empresa Pública para el Desarrollo Agrario y Pesquero en Andalucía, S.A., introduce 
L 4/1988 una disposición Adicional Única acerca de la determinación de las cuantías de las 
y Precios Públicos de las Universidades Andaluzas. 
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l·.I legislador andaluz quiso aplicar el principio de reserva de ley con con­
ndl ncia y apurar en una sola norma legal no sólo la definición de los elemen-

l s nciales de la figura tributaria de la tasa, sino la regulación de todas las 
11 vigentes en Andalucía. En realidad, esto no era necesario. Según el Tribu­

al (' n titucional, el carácter relativo de la reserva de ley tributaria permite que 
1 le y no tenga porqué agotar toda la regula~ión del tr~buto 

1
~n cuestió~. Basta 

011 que la ley determine los elementos esenciales del tnbuto . Ahora bien, esta 
ll·rminación tampoco debe exigirse con la misma exhaustividad para todos los 

1 ,111 •ntos esenciales ni para todas las categorías tributarias ni para todos los 
mhitos territoriales del poder tributario. La flexibilidad del principio de reserva 
1 1 y tributaria modula el grado de intervención del legislador 19

• El nivel se 
11 1 menta cuando estamos ante tributos estatales o autonómicos puesto que en 
1, l'SÍera local el principio de autoimposición se entiende, dentro de ciertos lí-
11111 ·, cumplido con el órgano de representación equivalente al Parlamento (Pleno 
,h la -éorporación Municipal) pese al rango reglamentario de las Orden~n~as 
Municipales 20 . Asimismo, el legislador puede disminuir el grado de pre~1s1ón 
normativa cuando se trata de contribuciones especiales o tasas que son tnbutos 

1111 menor incidencia en la configuración del sistema tributario 21
• Finalmente, 

11 uanto a los elementos esenciales del tributo, la exigencia de ley es imperati­
,, cuando se trata de establecer beneficios fiscales 22

, precisar los sujetos pasi-

18 FJ. 4 de la Sentencia 6/1983, FJ. 4 de la 37/1981, FJ. 4 de la 6/1984, FJ. 3 de la 179/ 
1 l)K5, FJ. 5 de la 185/1995 y FJ. 9 de la 233/1999. . 

19 P. ALGUACIL MARI realiza un interesante análisis de este fenómeno en «Acerca de la flext-
htlidad de la reserva de ley en materia tributaria», Revista española de Derecho Financiero, Civitas, 
numero 101 enero-febrero de 1999, págs. 5 a 34. También A. RODRfGUEZ BEREIJO lo pone de mani-
1 to en «L~s principios de la imposición en la jurisprudencia constitucional española», Revista es-

1

, 1111 0 /a de Derecho Financiero, Civitas, número 100, octubre-dici~mbre de 1998, pág. 6~: . 

20 No se trata de equiparar ambas fuentes del Derecho m de conceder una hab1lttac1ón en 
hlonco a los entes territoriales sino de ser realistas y conjugar a escala local el reconocimiento 
. ,nstitucional de poder tributario (derivado) y el principio de autonomía municipal con el princi­
pio de reserva de ley tributaria. En este sentido, FJ. 4 de la Sentencia 19/1987, FJ. 3 de la 179/ 
1 85, FJ. 4 de la 19/1987 y FJ. 7 de la 221/1992. 

21 FJ. 7 de la Sentencia 221/1992 y FJ.9 de la 182/1997. 
22 Artículo 133.3 de la Constitución. El Tribunal (FJ. 6 de la Sentencia 6/1983 Y FJ. 8 de la 

182/1997) ha reiterado que si bien el establecimiento de exenciones y demás beneficios tributa­
rios ha de hacerse mediante ley por tratase de una quiebra del principio de generalidad (artículo 

1.1 de la Constitución) que necesita del consentimiento parlamentario, la eliminación o supre­
ión de este tratamiento de favor no exige tal formalidad pues en tal caso se está reinstaurando de 

nuevo dicho principio. No podemos compartir esta tesis por su dudosa compatibilidad con el prin­
cipio de jerarquía normativa entre ley y reglamento. 
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vos o describir el presupuesto fáctico o jurídico del que deriva la obligación j 
tributaria, es decir, el hecho imponible23. Otros elementos como la bim# 
imponible24 y el tipo 25 pueden esbozarse en la ley y terminar de perfilarse ptfl 1 
una disposición administrativa.

Aunque refiriéndose al ámbito local, la Sentencia del Tribunal Constituí m 
nal 233/1999, de 28 de diciembre dispone que el hecho imponible de una liint 
queda suficientemente cubierto por el principio de legalidad en el momento otl ] 
que por ley se enumera las actividades o servicios por las que se puede ex ip.lr i 
este tipo de tributo26. El artículo 26 de la Ley General Tributaria y los artículo*
6 y siguientes de la Ley de Tasas y Precios Públicos (en la redacción dada poi hi 
Ley 25/1998) delimitan no sólo el concepto de tasa (artículo 6), sino los supin* 
tos en los que se puede exigir una tasa (artículol 3). Pero esta forma de delimitlf 
del hecho imponible que, según el Tribunal, es suficiente en el ámbito local un 
puede trasladarse automáticamente como una fórmula válida cuando hablantín 
de tasas estatales 27.

23 «El grado de concreción exigible a la ley es máximo cuando regula el hecho imponible»,
FJ. 7 de la Sentencia 221/1992.

24 FJ. 7 de la Sentencia 221/1992.
25 FJ. 3 de la Sentencia 179/1985 y FJ. 5 de la 19/1987.
26 «La LHL delimita el hecho imponible de las tasas en términos suficientemente pm  l\0§ 1 

como para circunscribir la decisión de los municipios en la medida que exige la reserva <le IrV 1 
estatal constitucionalmente impuesta. En primer lugar (...) especifica los requisitos que han dr I 
cumplir en todo caso los servicios públicos y actividades administrativas cuya prestación o mili 1  
zación constituyen el hecho imponible de la tasa (...) en segundo lugar, reclama asimismo que j  
dichos servicios o actividades sean de competencia local (...) En tercer lugar (...) puntuadla qiirm 
sólo puede exigirse tasa por un servicio o actividad «que se refiera, afecte o beneficie de moda 1 
particular al sujeto pasivo» (...) En ultimo lugar (...) hace una acotación negativa del linlm 1 
imponible del tributo al enumerar los servicios públicos por los que las Entidades locales en nln í 
gún caso podrán exigir tasas». FJ. 10 de la Sentencia 233/1999.

27 Así se expresa C. Palao Taboada «En la STC ¡85/1995 sobre la Ley de Tasas y Tin int f 
Públicos 8/1989, el TC dio con relación a los precios públicos —creemos que debe entendri m< « :| 
los que son prestaciones patrimoniales de carácter público por presentar la nota de la coactivldl"! 
estatales una respuesta negativa exigiendo una nueva decisión del legislador «interpoállltm 
legislatoris» para el establecimiento concreto de precios públicos en aplicación de la figura aht t i  
tracta. Pues bien, el TC declara que no es posible trasladar esta doctrina a los «tributos piophH I  
que integran la Hacienda de las Entidades locales (art. 2.1, b) LHL)», que se imponen y ordennum 
en virtud de Ordenanzas fiscales aprobadas por el Pleno de la Corporación, órgano dem oerj^ t 
comente elegido, cuyas decisiones «respetan escrupulosamente las exigencias de autoimposh IdUm 
o de autodisposición de la comunidad sobre sí misma»», «Lo más destacado de la Sentenclt •W 
Tribunal Constitucional 233/1999, de 16 de diciembre, sobre la Ley de Haciendas Locales»', M*t 1 
vista de Estudios Financieros, número204, marzo de 2000, pág. 145. Ver FJ. 6 de la Senteih'lw tl#| 1 
Tribunal Constitucional 185/1995 y FJ. 10 de la 233/1999.
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La Ley 4/1988 parecía tener clara esta idea28 y ella misma se convierte en 
lit «interpositio legislatoris»29 exigida por el Tribunal Constitucional para las 
tusas estatales y, por extensión, las autonómicas. El modelo de la Ley de Tasas y 
Precios Públicos de Andalucía parece ser el seguido por la Ley 25/1995 que, 
(orzada por el primer pronunciamiento del Tribunal Constitucional en materia 
tic (asas, recogió y reguló el elenco de tasas estatales.

La Ley 4/1988 se estructura en catorce títulos de la siguiente forma:

1. Un Título Preliminar (artículos 1 a 5) que delimita el ámbito objetivo, 
territorial, orgánico y conceptual de la norma.

2. Un Título Primero (artículos 6 a 24) que, en un Capítulo Único, se con­
sagra a las disposiciones generales en materia de tasas, esto es, funda­
mentalmente, a la definición de los elementos esenciales del tributo.

3. '  Once Títulos (artículos 25 a 144) que consecutivamente regulan, orga­
nizadas por Consejerías, las diferentes tasas.

4. Un Título Décimo Segundo (artículos 145 a 156) que se dedica al régi­
men de los precios públicos

5. Un Título decimotercero (artículos 157 y 158) que contiene la autoriza­
ción legal para las actualizaciones de las cuantías de las tasas y los pre­
cios públicos.

Revisemos cómo queda el régimen jurídico previsto para las tasas y los pre- 
. ios públicos en la Ley tras la doctrina del Tribunal Constitucional y las subsi­
guientes modificaciones de las normas estatales en la materia.

A Régimen jurídico de las tasas

El Título Primero comienza con la proclamación del principio de reserva de 
Ley en el establecimiento y regulación de las tasas: junto a otros aspectos refe-

2K La Exposición de Motivos expresaba la necesidad de «reordenar, homogeneizar y ac- 
Imdizar, mediante norma con rango de Ley, el régimen regulador de este tipo de ingresos, así 
romo crear algunas contraprestaciones pecuniarias por nuevos servicios que vienen siendo 
practicados por la Administración autonómica en beneficio individualizado de algunos ciuda- 
dl i n o s »  (Exposición de Motivos 11) .  Y afirmaba con rotundidad que la intención de la Ley era 

n i minar con el ancestral fenómeno de la parafiscalidad en las tasas, abonando para ello en 
i I principio de reserva de ley consagrado en el artículo 31.3 de la Constitución...» (Exposi- 
■ ion ile Motivos III).

?l‘ FJ. 6 de la Sentencia del Tribunal Constitucional 185/1995.
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2K La Exposición de Motivos expresaba la necesidad de «reordenar, homogeneizar y ac-
111,111,ar, mediante norma con rango de Ley, el régimen regulador de este tipo de ingresos, así 
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29 FJ. 6 de la Sentencia del Tribunal Constitucional 185/1995. 
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ridos a las tasas, se regulará en todo caso por Ley la creación o supresión30 y la 
determinación de los elementos esenciales. Es curioso el excesivo legalismo que 
se desprende de esta norma pues ni siquiera en la determinación final de la cuantía 
se delega en la potestad reglamentaria: la Ley deja totalmente cuantificado el 
importe de todas las tasas en el propio texto o en los anexos.

En cuanto al hecho imponible, denominado en esta norma hecho tributable31, 
llama la atención la omisión de un precepto general (semejante al artículo 13 
LTPP o al artículo 20 LRHL), quizás, debido a la inclusión previa del concepto 
de tasa en el artículo 4. Sí queda definido, en cada una de las tasas de la Ley, 
cuál es el hecho tributable cuya realización provoca el devengo.

La Ley distingue entre el sujeto pasivo a título de contribuyente (artículo 
10) y los sustitutos y responsables (artículo 11). Es contribuyente la persona 
física o jurídica así como los entes sin personalidad descritos en el artículo 33 
de la Ley General Tributaria que utilicen el dominio público de la Comunidad 
Autónoma o resulten beneficiados por un servicio o actividad realizados por 
la Administración autonómica32. Si las características del hecho imponible lo 
aconsejan, es posible designar a un sustituto del contribuyente en la Ley espe 
cífica de la tasa. En ninguna de las tasas de la Ley aparece esta designación. 
En cuanto a los responsables, el artículo 11 menciona, entre otros 33, a los fun 
cionarios que, estando obligados a la liquidación o exigencia de la tasa, acce­

30 Ya desde el principio se observó el excesivo legalismo de la Ley de Tasas y Precios Pú­
blicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía pues permitía la modificación de las tasas |Mit 
Ley de Presupuestos (artículo 6.3) mientras que la supresión sólo procedía por Ley del Paríame» 
to de la Comunidad distinta a la de Presupuestos (artículo 6.2 a), «Tasas y Precios Públicos en la 
Comunidad Autónoma de Andalucía », núm. 2 de Alcabala 1988, pág. 223.

31 Parece que se trata de dos expresiones sinónimas si bien la elección del adjetivo tríbuliihle 
puede ser debida a que la tasa es un tributo pero no un impuesto. Si es así, no alcanzamos a enlen 
der porqué no se utilizó la expresión hecho tasable.

32 El artículo 55.2 del Estatuto aclara que también forman parte del patrimonio de la Cornil 
nidad de Andalucía los bienes afectos a servicios traspasados.

No nos parece imprescindible la exigencia de una determinada actitud activa por parle del 
contribuyente para que el servicio o actividad administrativa se entienda realizada en su l'avoi u 
beneficio: en general, basta con que el servicio se haya prestado para que se devengue la mu» 
independientemente de que el sujeto lo haya utilizado o no (hay sentencias que, pese a ello, delpr-f 
minan lo contrario como la de 17 de febrero de 1995 del Tribunal Superior de Justicia de C'iiiumI 
rias) y de que el sujeto lo haya solicitado expresamente o lo haya provocado indirectamente (S«M 
tencia de la Audiencia Territorial de Sevilla de 26 de enero de 1988, Sentencias del Irihuiml 
Supremo de 6 de mayo de 1996 y de 12 de diciembre de 1996).

33 Reiteran las disposiciones sobre responsabilidad de la Ley General Tributaria (ana uln»

34, 37 y 38).
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dan a lo solicitado sin que se haya efectuado, afianzado o consignado el im­
porte de la tasa 34.

La tasas se devengan, salvo que se disponga lo contrario 35, en el momento de 
la concesión de la autorización para la utilización del dominio público o en el mo­
mento de la prestación del servicio o la realización de la actividad por parte de la 
Administración (artículo 12). El devengo a posteriori motiva la previsión del pago 
previo 36. Cuando una tasa establece el devengo en el momento de la solicitud así 
como cuando se haya efectuado el pago previamente, se procederá a devolución de 
lo pagado si, finalmente, no se presta el servicio por causas no imputables al sujeto 
(artículo 21). Si el servicio prestado es continuo, la tasa se devengará periódicamen­
te 37. En los casos en los que el servicio o actividad administrativa puede iniciarse 
tanto a instancia del sujeto o como de oficio, se establece, respectivamente, el de­
vengo en el momento de la solicitud o en el de la prestación del servicio38.

34 La responsabilidad es solidaria cuando el funcionario o responsable en la liquidación accede 
a lo solicitado y subsidiaria cuando, sin tener las facultades de liquidación, se presta el servicio sin 
asegurarse del pago. La redacción del precepto procede de los artículos 3.2 y 4.2 del Texto Refundido 
de Tasas Fiscales de 1966 aún vigente. A estos supuestos hay que añadir los del artículo 17 de la Ley 
de Tasas y Precios Públicos del Estado y los de aplicación general de la Ley General Tributaria.

35 Entre otras, se devengan en el momento de la solicitud: la Tasa por gestión técnico-facul- 
i.il i va de servicios agronómicos (artículo 78), la Tasa por expedición de licencias de pesca maríti­
ma recreativa (artículo 83), la Tasa por servicios académicos (artículo 105), la Tasa por servicios 
administrativos sobre la propiedad intelectual (artículo 113), la Tasa por permisos de pesca en 
rotos controlados (artículo 120) y la Tasa por licencias de pesca continental, matrícula de embar­
caciones y aparejos flotantes (artículo 143).

36 Es el caso de la Tasa por gestión técnico-facultativa sobre semillas y plantas de vivero (artí­
culo 92), de la Tasa relativa a viviendas de protección oficial (artículo 54), de la Tasa por servicios 
administrativos sobre la propiedad intelectual (artículo 113 en la redacción dada por el artículo 45 
de la Ley 10/2002, de 21 de diciembre), de la Tasa por expedición de títulos académicos (artículo 7 
do la Ley 15/2001, de 26 de diciembre) y de las recientes Tasa en materia de gobierno de motos 
náuticas (artículo 36.1 de la Ley 10/2002, de 21 de diciembre) y Tasa por expedición o duplicados 
do títulos para el gobierno de embarcaciones de recreo y por renovación o duplicados de tarjetas de 
identidad marítima (artículo 41.11 de la Ley 10/2002, de 21 de diciembre).

37 Tasa por denominaciones de origen, específicas y genéricas, de productos agroalimentarios 
do Andalucía (artículo 64) y Tasa por explotación de obras y servicios (artículo 126) y la Tasa por 
inspecciones y controles sanitarios de carnes frescas y carnes de conejo y caza (artículo 51 de la 
I .oy 8/1997 de 23 de diciembre en la redacción dada por el artículo 43 1 de la Ley 10/2002, de 21 
do diciembre).

38 Tasa por servicios en materia forestal en montes no catalogados en régimen privado (artí- 
i ulo 77), Tasa de los Institutos Politécnicos de Formación Profesional y Escuelas de Formación y 
< «pacitación Marítimo-Pesquera (artículo 87), Tasa por servicios sanitarios (artículo 100) y Tasa 
poi servicios del IARA en materia agraria (artículo 131).
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ridos a las tasas, se regulará en todo caso por Ley la creación o supresión 30 y la 

determinación de los elementos esenciales. Es curioso el excesivo legalismo que 

se desprende de esta norma pues ni siquiera en la determinación final de la cuantía 

se delega en la potestad reglamentaria: la Ley deja totalmente cuantificado el 
importe de todas las tasas en el propio texto o en los anexos. 

En cuanto al hecho imponible, denominado en esta norma hecho tributable 31, 

llama la atención la omisión de un precepto general (semejante al artículo 13 

LTPP o al artículo 20 LRHL), quizás, debido a la inclusión previa del concepto 

de tasa en el artículo 4. Sí queda definido, en cada una de la tasas de la Ley, 

cuál es el hecho tributable cuya realización provoca el devengo. 

La Ley distingue entre el sujeto pasivo a título de contribuyente (artícul 

10) y los sustitutos y responsables (artículo 11). Es contribuyente la person 

física o jurídica así como los entes sin personalidad descritos en el artículo 3 
de la Ley General Tributaria que utilicen el dominio público de la Comunid 

Autónoma o resulten beneficiados por un servicio o actividad realizados po 
la Administración autonómica 32. Si las características del hecho imponible 1 
aconsejan, es posible designar a un sustituto del contribuyente en la Ley e 

cífica de la tasa. En ninguna de las tasas de la Ley aparece esta designación 

En cuanto a los responsables, el artículo 11 menciona, entre otros 33, a los fun 

cionarios que, estando obligados a la liquidación o exigencia de la tasa, acc 

30 Ya desde el principio se observó el excesivo legalismo de la Ley de Tasas y Precio 

blicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía pues permitía la modificación de las tasa 

Ley de Presupuestos (artículo 6.3) mientras que la supresión sólo procedía por Ley del Parlam 

to de la Comunidad distinta a la de Presupuestos (artículo 6.2 a), «Tasas y Precios Público n 1 
Comunidad Autónoma de Andalucía », núm. 2 de Alcabala 1988, pág. 223. 

31 Parece que se trata de dos expresiones sinónimas si bien la elección del adjetivo tribut 

puede ser debida a que la tasa es un tributo pero no un impuesto. Si es así, no alcanzamos a ent 

der porqué no se utilizó la expresión hecho tasable. 
32 El artículo 55.2 del Estatuto aclara que también forman parte del patrimonio de la o 

nidad de Andalucía los bienes afectos a servicios traspasados. 

No nos parece imprescindible la exigencia de una determinada actitud activa por part 

contribuyente para que el servicio o actividad administrativa se entienda realizada en su fa 

beneficio: en general, basta con que el servicio se haya prestado para que se devengue 1 

independientemente de que el sujeto lo haya utilizado o no (hay sentencias que, pese a ello. 

minan lo contrario como la de 17 de febrero de 1995 del Tribunal Superior de Justicia de 

rias) y de que el sujeto lo haya solicitado expresamente o lo haya provocado indirectament ( 

tencia de la Audiencia Territorial de Sevilla de 26 de enero de 1988, Sentencias del Tri 

Supremo de 6 de mayo de 1996 y de 12 de diciembre de 1996). 
33 Reiteran las disposiciones sobre responsabilidad de la Ley General Tributaria (ard 

34, 37 y 38). 
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dan a lo solicitado sin que se haya efectuado, afianzado o consignado el im­
porte de la tasa 34. 

La tasas se devengan, alvo que se disponga lo contrario 35, en el momento de 

la concesión de la autorización para la utilización del dominio público O en el mo­

mento de la prestación del servicio o la realización de la actividad por parte de la 

Ad~in~;tración (artículo 12). El devengo a posteriori motiva la previsión del pago 

previo . Cuando una tasa establece el devengo en el momento de la solicitud así 

como cuando se haya efectuado el pago previamente, se procederá a devolución de 

lo pagado si, finalmente, no se presta el servicio por causas no imputables al sujeto 

(artículo 21). Si el servicio prestado es continuo, la tasa se devengará periódicamen­

te 37
• En los casos en los que el servicio o actividad administrativa puede iniciarse 

tanto a instancia del sujeto o como de oficio, se establece, respectivamente, el de­

vengo en el momento de la solicitud o en el de la prestación del servicio 38_ 

34 
La responsabilidad es solidaria cuando el funcionario o responsable en la liquidación accede 

1 lo solicitado y subsidiaria cuando, sin tener las facultades de liquidación, se presta el servicio sin 

u. egurarse del pago. La redacción del precepto procede de los artículos 3.2 y 4.2 del Texto Refundido 

d • Tasas Fiscal~s de, 19~6 aún vigente. A estos supuestos hay que añadir los del artículo J 7 de la Ley 

d Tasas Y Precios Públicos del Estado y los de aplicación general de la Ley General Tributaria. 
35 

Entre otras, se devengan en el momento de la solicitud: la Tasa por gestión técnico-facul­

tutiva de s~rvicios agronómicos (artículo 78), la Tasa por expedición de licencias de pesca maríti­

llHI ~e~reat1:,-a (artículo 83), la Tasa por servicios académicos (artículo 105), la Tasa por servicios 

1dmm1strat1vos sobre la propiedad intelectual (artículo 113), la Tasa por permisos de pesca en 

roto controlados (artículo 120) y la Tasa por licencias de pesca continental, matrícula de embar-

1· 1ciones y aparejos flotantes (artículo 143). 
36 

Es el caso de la Tasa por gestión técnico-facultativa sobre semillas y plantas de vivero (artí­

l'lllo_ 9~). d~ la Tasa relativa a viviendas de protección oficial (artículo 54), de la Tasa por servicios 

1dm1mstrat1vos sobre la propiedad intelectual (artículo 113 en la redacción dada por el artículo 45 

d • la Ley 10/2002, de 21 de diciembre), de la Tasa por expedición de títulos académicos (artículo 7 

d la Ley 15/2001, de 26 de diciembre) y de las recientes Tasa en materia de gobierno de motos 

n uticas (artículo 36.1 de la Ley 10/2002, de 21 de diciembre) y Tasa por expedición O duplicados 

1k títulos para el gobierno de embarcaciones de recreo y por renovación o duplicados de tarjetas de 

Id ntidad marítima (artículo 41.11 de la Ley 10/2002, de 21 de diciembre). 
37 

Tasa por denominaciones de origen, específicas y genéricas, de productos agroalimentarios 

d And~lucía (artículo 64) y Tasa por explotación de obras y servicios (artículo 126) y la Tasa por 

l11spccc1ones y controles sanitarios de carnes frescas y carnes de conejo y caza (artículo 5 ¡ de la 

1 t Y 8/1997 de 23 de diciembre en la redacción dada por el artículo 43 J de la Ley 10/2002 de 21 
il1 diciembre). ' 

38 
Tasa por servicios en materia forestal en montes no catalogados en régimen privado (artf-

1 :110 7?), !asa de ~o_s Institutos Politécnicos de Formación Profe ional y Escuelas de Formación y 

1 11pac1t~c~ón Man timo-Pesquera (artículo 87), Tasa por servicios sanitarios (artículo I 00) y Tasa 

prn serv1c1os del !ARA en materia agraria (artículo I 31 ). 
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Acerca de la cuantía de las tasas nuestra Ley es* parca39 y, en general, 
parecidísima a la Ley de Tasas estatal40. El artículo 8 recuerda la aplicabilidail, 
también en el ámbito autonómico, de los tres principios tradicionales en materia 
de tasas. El principio de suficiencia financiera supone un límite mínimo a la horu 
de establecer la cuantía de las tasas: indica la tendencia a cubrir el coste del servi 
ció o actividad llevada a cabo por la Administración. El principio de equivalenci;i 
es, por el contrario, un límite máximo41: la recaudación total no ha de exceder el 
coste antes indicado. Un ejemplo de la adecuación del importe de la tasa al coste 
del servicio recibido lo hallamos en casos como el de la Tasa por inspecciones y 
controles sanitarios de carnes frescas y carnes de conejo y caza que prevé la de 
ducción de las cantidades satisfechas por el coste suplido del personal auxiliar o 
asistente de la inspección (artículo 49 de la Ley 8/1997, de 23 de diciembre en la 
redacción dada por el artículo 44 de la Ley 10/2002, de 21 de diciembre).

El importe de la tasa se hallará entre estos márgenes legales siendo posible su 
fijación última por una norma reglamentaria42. Debe subrayarse, sin embargo, qui­
la Ley andaluza determina la cuantía de todas y cada una de las tasas que contiene 
en su articulado ya sea estableciendo una cuota fija o un tipo de gravamen a api i

39 Es cierto que «la reserva de ley en materia tributaria no afecta por igual a todos los 
elementos integrantes del tributo» siendo «la concreción requerida a la ley menor cuando se tra­
ta de regular otros elementos como la base imponible y el tipo» y que «En un sistema tributario 
moderno la base imponible puede estar integrada por una pluralidad de factores de muy diverso 
naturaleza cuya fijación requiere, en ocasiones, complejas operaciones técnicas»(F}. 7 de la Sen­
tencia 221/1992). En definitiva, la colaboración con el reglamento «puede ser especialmente in­
tensa en la fijación o en la modificación de las cuantías —estrechamente relacionadas con los 
costes concretos de los diversos servicios y actividades— y de otros elementos de la prestación 
dependientes de las específicas circunstancias de los distintos tipos de servicios y actividades»!}') 
5 de la Sentencia 185/1995 y FJ. 9 de la 233/1999). Ahora bien, lo anterior no autoriza a que 
«mediante tales remisiones se provoque, por su indeterminación, una degradación de la reservo 
formulada por la Constitución en favor del legislador»(FJ. 4 de la Sentencia 19/1987. La inter­
dicción de remisiones en blanco se reitera en el FJ. 3 de la Sentencia 179/1985).

40 Artículos 7 y 19.2 de la Ley 8/1989 de Tasas y Precios Públicos.
41 La ausencia de tal límite máximo en los precios públicos locales por prestación de servi­

cios o realización de actividades (antiguo artículo 45.1 de la Ley de Haciendas Locales), que consii
tuyen prestaciones patrimoniales de carácter público según la Sentencia 185/1995, ha llevado al Tri­
bunal Constitucional a declarar inconstitucional tal precepto en la Sentencia 233/1999: «En definitivo,
la determinación en la Ley de un límite máximo de la prestación de carácter público, o de los crite­
rios para determinarlo, es absolutamente necesario para respetar el principio de reserva de ley; no
estableciendo tal límite el artículo 45.1 LHL para los precios públicos coactivos por servicios o 
actividades, dicho precepto debe ser declarado inconstitucional» FJ. 19. Tal precepto fue modifica­
do por la Ley 25/1998 con lo que la declaración de inconstitucionalidad queda como una simple
ratificación a escala local de las consecuencias que se derivaron de la Sentencia 185/1995.
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car sobre una base. En el artículo 157 se efectúa la previsión legal de modificacio­
nes en la cuantía por actualización por Ley normal o por Ley de Presupuestos 43.

En cuanto al principio de capacidad económica, se ha debatido mucho so­
bre su aplicación o no a tributos sinalagmáticos o regidos por el principio del 
beneficio44 como es el caso de las tasas45. Lo cierto es que el artículo 31.1 de 
la Constitución lo predica de todo el sistema tributario y, así, parece convenien­
te introducir, en ciertos casos, medidas que modulen el importe de la tasa en 
función de la capacidad económica del sujeto. Como ejemplo, citaremos la exen­
ción o la bonificación del 50% en la Tasa de los Institutos Politécnicos de For­
mación Profesional y Escuelas de Formación y Capacitación Marítimo-Pesquera 
para las familias numerosas (artículo 88) o la prevista, por idéntico motivo, en 
la Tasa por expedición de títulos académicos (artículo 8 de la Ley 15/2001, de 
26 de diciembre). El artículo 13 de la Ley establece una exención general y sub­
jetiva en favor de los órganos que integran la Administración (territorial) auto­
nómica, si bien, en los artículos dedicados a las tasas concretas, se establecen 
otros supuestos. Se exenciona46 * *, por ejemplo, a los mayores de 65 años en las

42 FJ. 3 de la Sentencia 179/1985. Así se prevé para la cuantificación de los cánones en los 
que la Ley únicamente habrá de fijar los parámetros de cálculo (artículo 8.4).

43 En cuanto a la modificación de la cuantía de las tasas por Ley de Presupuestos autonómi­
ca, véanse las Sentencias del Tribunal Constitucional 116/1994, de 18 de abril y 149/1994, de 12 
de mayo. Respecto al carácter de la modificación permitida, las Sentencias del Tribunal Constitu­
cional 27/1981, de 20 de julio, 65/1987, de 21 de mayo y 134/1987, de 21 de julio.

El artículo 29 de la Ley 9/2002, de 21 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autóno­
ma de Andalucía para el año 2003 eleva para dicho año el importe de las tasas de cuantía fija en el 
importe que resulte de multiplicarla por el coeficiente de 1, 02.

44 El principio del beneficio se desprende del mismo concepto de tasa como tributo cuyo 
hecho imponible consiste en la prestación de servicios o en la realización de actividades en régi­
men de Derecho público que se refieran, afecten o beneficien de modo particular al sujeto pasivo 
(artículo 26 Ley General Tributaria). Sin querer entrar demasiado en la cuestión señalamos con 
M. Ruiz GARUO que «La causa primera o fundamento jurídico de la tasa no es así la capacidad 
económica en el sentido de que el sujeto no viene obligado a satisfacer la misma por tener capa­
cidad económica, sino por beneficiarse especialmente de una actividad administrativa», «Ade­
cuación de las tasas al principio de capacidad económica (en torno a la Sentencia del Tribunal 
Superior de Justicia de Andalucía de 18 de enero de 1999)», Información Fiscal, número 36, no­
viembre-diciembre de 1999, pág. 72.

45 P. Alguacil Marí relaciona esta diferente exigencia de legalidad según de qué catego­
rías tributaria hablemos con la diferente exigencia de otro principio constitucional de justicia, el 
de capacidad económica, «Acerca de la flexibilidad de la reserva de ley en materia tributaria», 
Revista española de Derecho Financiero, Civitas, número 101, enero-febrero de 1999, pág. 29.

46 La Ley 10/2002 deroga la exención al autor en la Tasa por servicios administrativos so­
bre propiedad intelectual contenida en el artículo 114 de la Ley 4/1988.
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te introducir, en ciertos casos, medidas que modulen el importe de la tasa en 
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42 PJ. 3 de la Sentencia 179/1985. Así se prevé para la cuantificación de los cánones en los 
que la Ley únicamente habrá de fijar los parámetros de cálculo (artículo 8.4). . 

43 En cuanto a la modificación de la cuantía de las tasas por Ley de Presupuestos autonómi­
ca, véanse las Sentencias del Tribunal Constitucional 116/1994, de 18 de abril y 149/1994, de 12 
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ma de Andalucía para el año 2003 eleva para dicho año el importe de las tasas de cuantía fija en el 
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44 El principio del beneficio se desprende del mismo concepto de tasa como tributo cuyo 
hecho imponible consiste en la prestación de servicios o en la realización de actividades en régi­
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45 P. ALGUACIL MARf relaciona esta diferente exigencia de legalidad según de qué catego­
rías tributaria hablemos con la diferente exigencia de otro principio constitucional de justicia, el 
de capacidad económica, «Acerca de la flexibilidad de la reserva de ley en materia tributaria», 
Revista española de Derecho Financiero, Civitas, número 101, enero-febrero de 1999, pág. 29. 

46 La Ley 10/2002 deroga la exención al autor en la Tasa por servicios administrativos so­
bre propiedad intelectual contenida en el artículo 1 I 4 de la Ley 4/1988. 
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Tasas de caza y pesca47 o, en caso de declaración oficial de epizootia o zoonosis 
o campañas oficiales de saneamiento, la Tasa por servicios facultativos veterina 
rios (artículo 73). Sin que sea el momento de solucionar la duda, nos pregunta 
mos si son admisibles los beneficios tributarios incluidos en la Ley de Tasas de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía que no encajan en ninguno de los su­
puestos del artículo 18 de la Ley de Tasas del Estado.

Dada la coincidencia con la Ley de Tasas del Estado, en materia de gestión 
las disposiciones de la Ley andaluza no merecen gran comentario: se subraya la 
competencia recaudatoria de las correspondientes Consejerías, Organismos Au 
tónomos, Instituciones o entes que deban autorizar la utilización del dominio 
público, prestar el servicio o realizar la actividad de que se trate (artículo 14.1) 
y se prevé la concreción reglamentaria de un sistema de autoliquidación (artícu­
lo 15). Recordemos que la misma Ley Orgánica de Financiación de las Comuni 
dades Autónomas reconoce la competencia de la Comunidad Autónoma en la 
gestión, liquidación, recaudación e inspección de sus tributos propios así como 
la resolución de conflictos por sus propios órganos económico-administrativos 
(artículos 19.1 y 20.1 que mantienen prácticamente inalterada su redacción con 
la LO 7/2001, de 27 de diciembre).

Con posterioridad a la Ley 4/1988 se crean nuevas tasas en Leyes específicas 
como es el caso de la Tasa por derechos de examen y cursos para la obtención de 
títulos para el gobierno de embarcaciones de recreo y para la acreditación de la 
aplicación de conocimientos para el ejercicio de la caza y de la pesca continental 
(Ley 9/1996, de 26 de diciembre, modificada en este punto por Ley 17/1999, de 
28 de diciembre), de la Tasa por inspecciones y controles sanitarios oficiales de 
carnes frescas y aves de corral (Ley 8/1997, de 23 de diciembre, modificada en lo 
que se refiere a la Tasa por inspecciones y controles sanitarios de carnes frescas y 

carnes de conejo y de caza por el artículo 43 de la Ley 10/2002, de 21 de diciem­
bre), la Tasa por expedición de títulos académicos y profesionales (Ley 15/2001, 
de 26 de diciembre)48 y las recientes Tasa en materia de gobierno de motos náuti

47 Otras exenciones interesantes son la de las víctimas del terrorismo en la Tasa por expedí 
ción de títulos académicos y profesionales (artículo 9 de la Ley 15/2001) o la de los Diputados 
del Parlamento de Andalucía y el Defensor del Pueblo en la Tasa del BOJA (artículo 27 de la Ley 
4/1988 en la redacción dada por Ley 17/1999).

48 Esta tasa, más bien, se recrea tras su desaparición en la Ley 4/1988. Si bien es cierto que 
el artículo 149.1 30.a de la Constitución declara la competencia del Estado en la regulación de las 
condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y profesionales, la 
Tasa andaluza sólo recae sobre la actividad administrativa desempeñada para la expedición de los 
títulos sin entrar en determinar las condiciones para la concesión de los mismos (pues éstas ven-
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cas y Tasa por expedición de títulos para el gobierno de embarcaciones de recreo 
y por renovación o duplicados de tarjetas de identidad marítima (Ley 10/2002, de 
21 de diciembre). También se han introducido modificaciones sobre algunas tasas 
reguladas en la 4/1988 como la llevada a cabo por Ley 17/1999, de 28 de diciem­
bre sobre la Tasa del BOJA o sobre las Tasas relacionadas con la caza y la pesca y 
la operada por la Ley 10/2002, de 21 de diciembre en la Tasa por servicios admi­
nistrativos sobre la propiedad intelectual49.

B. Régimen jurídico de los precios públicos

Lo más destacado de la Ley 4/1988 fue la introducción del novísimo50 con­
cepto de precio público (artículo 5) así como la elaboración de su régimen jurí­
dico en los artículos 145 y siguientes. La estructura de la Ley en la regulación 
de los precios es casi idéntica a la de las tasas. Aparecen, lógicamente, diferen­
cias en la denominación: se habla de obligados al pago en lugar de sujetos pasi­
vos, de nacimiento de la obligación en lugar de devengo o de reducciones en 
vez de bonificaciones o exenciones.

Del artículo 145 se extrae el no sometimiento de los precios públicos al prin­
cipio de legalidad. Esto será válido, según los argumentos del Tribunal Constitu­
cional, para los auténticos precios públicos, es decir, para las contraprestaciones 
|>ecuniarias por un servicio o actividad pública recibida voluntariamente y que puede 
ser prestado igualmente por el sector privado. Los otros precios públicos son ver­
daderas prestaciones patrimoniales coactivas que han de cumplir con el principio 
de reserva de Ley51. En Andalucía, como ha señalado F. Escribano, «la cuestión

ilrán dispuestas por el Estado). No debemos olvidar cómo el nuevo Sistema de Financiación auto­
nómico otorga a las Comunidades Autónomas mayores competencias en un servicio público fun­
damental como es la educación (2.a motivación de la Exposición de Motivos de la LO 7/2001).

41 Esta última norma ha modificado también la Tasa por ordenación de transportes mecánicos 
|K>r carretera regulada en la Ley 6/1990, de 29 de diciembre y la Tasa por inspecciones y controles 
..initarios de carnes frescas y carnes de conejo y caza contenida en la Ley 8/1997, de 23 de diciembre.

50 Algunos autores (Matías Cortés, José M.a Martín Delgado) han relativizado la novedad 
del precio público al observar una pequeña mención al respecto en una de las bases de la Ley de 
liases de Régimen Local. Sea como fuere, lo cierto es que una definición completa y una regula- 
• lón pormenorizada sólo la hallamos, por primera vez, en la Ley de Tasas andaluza.

51 «Si una ley posterior a la Ley de Tasas y Precios Públicos ha creado precios públicos 
unte retos que son verdaderas prestaciones patrimoniales de carácter público (coactivas), pero lo 
lian hecho respetando el principio de legalidad, la declaración de inconstitucionalidad del artí- 
i ulo 24 de la LTPP no les alcanza» (FJ. 6 STC 185/1995). En conclusión, serán inconstituciona-
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Tasas de caza y pesca 47 o, en caso de declaración oficial de epizootia o zoonosi. 
o campañas oficiales de saneamiento, la Tasa por servicios facultativos veterina­
rios (artículo 73). Sin que sea el momento de solucionar la duda, nos pregunta­
mos si son admisibles los beneficios tributarios incluidos en la Ley de Tasa d 
la Comunidad Autónoma de Andalucía que no encajan en ninguno de lo . U• 

puestos del artículo 18 de la Ley de Ta as del Estado. 
Dada la coincidencia con la Ley de Tasas del Estado, en materia de ge tión 

las disposiciones de la Ley andaluza no merecen gran comentario: se ubraya 1 
competencia recaudatoria de las correspondientes Consejería , Organismo Au• 
tónomos, Instituciones o entes que deban autorizar la utilización del domini 
público, prestar el servicio o realizar la actividad de que se trate (artículo 14.1) 
y e prevé la concreción reglamentaria de un sistema de autoliquidación (artícu 
lo 15). Recordemos que la mi ma Ley Orgánica de Financiación de las Comuni­
dade Autónomas reconoce la competencia de la Comunidad Autónoma en 1 
gestión, liquidación, recaudación e inspección de sus tributos propios así com 
la resolución de conflictos por u propios órganos económico-administrativo 
(artículos 19.1 y 20.1 que mantienen prácticamente inalterada su redacción con 
la LO 7/2001, de 27 de diciembre). 

Con posterioridad a la Ley 4/1988 se crean nuevas tasas en Leyes específica 
como es el caso de la Tasa por derechos de examen y cursos para la obtención d 
títulos para el gobierno de embarcaciones de recreo y para la acreditación de 1 
aplicación de conocimientos para el ejercicio de la caza y de la pesca continent 1 
(Ley 9/1996, de 26 de diciembre, modificada en este punto por Ley 17/1999, d 
28 de diciembre), de la Tasa por inspecciones y controles sanitarios oficiales d 
carnes frescas y aves de corral (Ley 8/1997, de 23 de diciembre, modificada en 1 
que se refiere a la Tasa por inspecciones y controles sanitarios de carnes fresca y 
carnes de conejo y de caza por el artículo 43 de la Ley 10/2002, de 21 de diciem­
bre), la Tasa por expedición de títulos académicos y profesionales (Ley 15/2001, 
de 26 de diciembre) 48 y la recientes Ta a en materia de gobierno de motos náuti• 

47 Otras exenciones interesantes son la de las víctimas del terrorismo en la Tasa por expedl 
ción de títulos académicos y profesionales (artículo 9 de la Ley 15/2001) o la de los Diputado 

del Parlamento de Andalucía y el Defensor del Pueblo en la Tasa del BOJA (artículo 27 de la y 
4/1988 en la redacción dada por Ley 17/1999). 

48 Esta tasa, más bien, se recrea tras su desaparición en la Ley 4/1988. Si bien es cierto que 
el artículo 149.1 30.ª de la Constitución declara la competencia del Estado en la regulación de 1 
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cas y Tasa por expedición de título para el gobierno de embarcacione de recreo 
y por renovación o duplicados de tarjetas de identidad marítima (Ley J 0/2002, de 
21 de diciembre). También se han introducido modificaciones sobre algunas tasas 
reguladas en la 4/ 1988 como la llevada a cabo por Ley 17 / 1999, de 28 de diciem­
bre obre la Tasa del BOJA o sobre la Tasas relacionadas con la caza y la pesca y 
la operada por la Ley 10/2002, de 21 de diciembre en la Tasa por servicios admi­
nistrativos sobre la propiedad intelectual 49. 

B. Régimen jurídico de los precios públicos 

Lo más destacado de la Ley 4/1988 fue la introducción del novísimo 50 con-
epto de precio público (artículo 5) así como la elaboración de su régimen jurí­

dico en los artículos 145 y siguientes. La estructura de la Ley en la regulación 
de los precios es casi idéntica a la de las ta as. Aparecen, lógicamente, diferen­
cias en la denominación: se habla de obligados al pago en lugar de sujetos pasi­
vos, de nacimiento de la obligación en lugar de devengo o de reducciones en 
vez de bonificaciones o exenciones. 

Del artículo 145 se extrae el no sometimiento de los precios públicos al prin-
ipio de legalidad. Esto será válido, egún los argumentos del Tribunal Constitu­

·ional, para los auténticos precios públicos, es decir, para las contraprestaciones 
pecuniarias por un servicio o actividad pública recibida voluntariamente y que puede 
ser prestado igualmente por el sector privado. Los otros precios públicos son ver­
daderas pre taciones patrimoniales coactivas que han de cumplir con el principio 
de reserva de Ley 51

• En Andalucía, como ha señalado F. Escribano, «la cuestión 

drán dispuestas por el Estado). o debemos olvidar cómo el nuevo Sistema de Financiación auto­

n mico otorga a las Comunidades Autónomas mayores competencias en un servicio público fun­
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49 Esta última norma ha modificado también la Ta a por ordenación de transportes mecánicos 
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51 «Si una ley posterior a la Ley de Tasas y Precios Públicos ha creado precios públicos 
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, 11/0 24 de la LTPP no les alcanza-,, (FJ. 6 STC 185/1995). En conclusión, serán inconstituciona-
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esencial radica en establecer, de acuerdo, por ejemplo, con la relación estableci­
da en el Acuerdo de 10 de enero de 1989 del Consejo de Gobierno de la Junta de 
Andalucía (BOJA de 21 de febrero) por el que se determinan los servicios y acti­
vidades susceptibles de ser retribuidos mediante precios públicos, aquéllos que 
en atención a las consideraciones del TC deben ser establecidos mediante Ley» 52. 
La tarea puede entenderse en parte ya realizada por la Orden de 18 de noviembre 
de 1997 de numeración de tasas, precios públicos e ingresos patrimoniales y por 
la que se aprueba el modelo de impreso para dichos ingresos53.

Una corrección similar debe hacerse en lo que a la ausencia de límite máxi­
mo en la cuantía de los precios se refiere54 o en la previsión de actualización de 
los importes de los precios, o su modificación, mediante Orden de la Consejería 
que las perciba (artículos 158 y 145.2).

Teniendo presente la interpretación anterior, consideramos plenamente vi­
gentes el resto de las disposiciones de la Ley de Tasas y Precios de Andalucía 
(establecimiento y memoria económico-financiera, obligados al pago, reduccio­
nes o bonificaciones, devengo, ingreso y devolución, etc.) pues así se desprende 
de la actual redacción de los artículos 25, 26 y 27 de la Ley de Tasas y Precios 
Públicos.

2. Tasas cedidas: las Tasas fiscales sobre el juego

El artículo 11 g) de la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades 
Autónomas establece la cesión a las Comunidades Autónomas de los tributos 
sobre el juego 55. En realidad, lo que se cede son dos Tasas estatales.

—La Tasa sobre rifas, tómbolas, apuestas y combinaciones aleatorias regu­
lada en los artículos 36 a 40 del Texto Refundido de Tasas fiscales de 1966.

les los precios públicos coactivos cuya regulación no haya respetado el principio de legalidad mien­
tras que estarán plenamente acordes con el Ordenamiento Constitucional los precios públicos no 
coactivos o voluntarios cuyo establecimiento y determinación proceda de normas reglamentarias

52 «Los Precios Públicos en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía», Alcabala 

número 24, 2/1996, pág. 49.
53 BOJA de 22 de noviembre. En el anexo II esta Orden enumera separadamente los precios 

públicos por entregas de bienes de los precios públicos por prestaciones de servicios o actividades 
de las distintas Consejerías, Instituciones y demás Organismos públicos andaluces.

54 Véase la nota 39.
55 La Ley 30/1983 de cesión de tributos a las Comunidades era más expresiva pues según

su artículo 1 lo que se cede son las tasas y demás exacciones sobre el juego.
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—La Tasa sobre juegos de suerte, envite o azar contenida en el Real Decre­
to-Ley 16/1977, de 25 de febrero, por el que se regulan los aspectos pe­
nales, administrativos y fiscales de los juegos de suerte, envite o azar y 
apuestas56 y el Real Decreto 2221/1984.

En Andalucía, no afectada por modelo de financiación de 199657, la cesión 
en las Tasas sobre el juego ha sido, hasta ahora, simplemente de recaudación y 
de competencias delegadas en la gestión, liquidación, recaudación, inspección y 
revisión 58.

Actualmente, el nuevo sistema de financiación configurado tanto por la Ley 
Orgánica 7/2001, de modificación de la Ley Orgánica de Financiación de las 
Comunidades Autónomas, como por la Ley 21/2001, amplía el margen de la ce­
sión para Andalucía (y el resto de Autonomías que se habían quedado rezagadas 
al no aceptar el sistema de 1996). A la cesión de la recaudación y a la delega­
ción de competencias, hay que añadir, por tanto, la atribución de facultad nor­
mativa descrita en el artículo 42 de la Ley 21/2001 59.

La cesión de los tributos estatales sobre el juego supone para las Comuni­
dades Autónomas un recurso importantísimo: es la Tasa que genera mayor re­
caudación 60.

Podría plantearse la colisión de la Tasa Autonómica prevista en los artículos 
30 a 33 en la Ley de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad Autónoma anda­
luza y las Tasas fiscales sobre el juego cedidas. Debe precisarse que la posible 
doble imposición sólo es planteable respecto a Tasa sobre juegos de suerte, en­
vite o azar pues la Tasa sobre rifas, tómbolas, apuestas y combinaciones no co­
incide en nada con la Tasa autonómica.

56 Su regulación procede, no obstante, de la Ley de Tasas y Exacciones Parafiscales de 26 
ile diciembre de 1958.

57 Los artículos 19.1 de la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas (ver- 
MÓn dada por LO 3/1996) y 13.6 de la Ley 14/1996 atribuían a las Comunidades Autónomas com- 
|>ctencias normativas en materia de exenciones, base imponible, tipos de gravamen, cuotas fijas, bo­
nificaciones y devengo, así como los aspectos de gestión, liquidación, recaudación e inspección.

58 Artículo 12.1 de la Ley 30/1983.
59 También el artículo 19.2 e) en la redacción dada por la LO 7/2001.

En 2000, la recaudación por las Tasas fiscales sobre el juego en Andalucía supuso casi 
30.000 millones de pesetas, es decir, aproximadamente 180 millones de euros. Casi la suma de lo 
iecaudado por ISD e IP junto y casi ocho veces la recaudación por el Impuesto del bingo. En el 
Estado de ingresos reflejado en la Ley 9/2002 de Presupuestos para 2003 la cifra asciende a 
223.634.857 euros.
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mo en la cuantía de los precios se refiere 54 o en la previsión de actualización de 
los importes de los precios, o su modificación, mediante Orden de la Consejería 
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lada en los artículos 36 a 40 del Texto Refundido de Tasas fiscales de 1966. 
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-La Tasa sobre juegos de suerte, envite o azar contenida en el Real Decre­
to-Ley 16/1977, de 25 de febrero, por el que se regulan los aspectos pe­
nales, administrativos y fiscales de los juegos de suerte, envite o azar y 
apuestas 56 y el Real Decreto 2221/1984. 

En Andalucía, no afectada por modelo de financiación de 1996 57, la cesión 
en las Tasas sobre el juego ha sido, hasta ahora, simplemente de recaudación y 
de competencias delegadas en la gestión, liquidación, recaudación, inspección y 
revisión 58. 

Actualmente, el nuevo sistema de financiación configurado tanto por la Ley 
Orgánica 7/2001, de modificación de la Ley Orgánica de Financiación de las 

omunidades Autónomas, como por la Ley 21/2001, amplía el margen de la ce­
. ión para Andalucía (y el resto de Autonomías que se habían quedado rezagadas 
al no aceptar el sistema de 1996). A la cesión de la recaudación y a la delega­
ción de competencias, hay que añadir, por tanto, la atribución de facultad nor­
mativa descrita en el artículo 42 de la Ley 21/2001 59_ 

La cesión de los tributos estatales sobre el juego supone para las Comuni­
dades Autónomas un recurso importantísimo: es la Tasa que genera mayor re­
caudación 60. 

Podría plantearse la colisión de la Tasa Autonómica prevista en los artículos 
• O a 33 en la Ley de Tasas y Precios Públicos de la Comunidad Autónoma anda­
luza y las Tasas fiscales sobre el juego cedidas. Debe precisarse que la posible 
doble imposición sólo es planteable respecto a Tasa sobre juegos de suerte, en­
vite o azar pues la Tasa sobre rifas, tómbolas, apuestas y combinaciones no co­
incide en nada con la Tasa autonómica. 

56 Su regulación procede, no obstante, de la Ley de Tasas y Exacciones Parafiscales de 26 
d diciembre de 1958. 

57 Los artículos 19.1 de la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas (ver­
sión dada por LO 3/1996) y 13.6 de la Ley 14/1996 atribuían a las Comunidades Autónomas com-
1 tencias normativas en materia de exenciones, base imponible, tipos de gravamen, cuotas fijas, bo­
nilicaciones y devengo, así como los aspectos de gestión, liquidación, recaudación e inspección. 

58 Artículo 12.1 de la Ley 30/1983. 
59 También el artículo 19.2 e) en la redacción dada por la LO 7/2001. 
60 En 2000, la recaudación por las Tasas fiscales sobre el juego en Andalucía supuso casi 

10.000 millones de pesetas, es decir, aproximadamente 180 millones de euros. Casi la suma de lo 
r caudado por ISO e IP junto y casi ocho veces la recaudación por el Impuesto del bingo. En el 
1:. lado de ingresos reflejado en la Ley 9/2002 de Presupuestos para 2003 la cifra asciende a 
223.634.857 euros. 
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No creemos, sin embargo, que se produzca una suplantación de hechos 
imponibles contraria a la LOFCA y generadora de doble imposición. La tasa au­
tonómica recae sobre la mera actividad administrativa desencadenada al solici­
tar una autorización, renovación, modificación o expedición de documentos en 
materia de juegos de suerte, envite o azar. La Tasa fiscal cedida grava, en reali­
dad, el volumen de ingresos procedente de la realización de la «actividad de jue­
go» 61 a pesar de que el artículo 3 Primero del Real Decreto 16/1777 describa el 
hecho imponible como la autorización, celebración u organización de juegos de 

suerte, envite o azar. Prueba de ello es el carácter periódico de esta tasa62. Esta 
característica y, en verdad, el resto del régimen jurídico han sido argumentos 
utilizados para considerar a la tasa sobre los juegos de suerte, envite o azar como 
un auténtico impuesto 63 64.

Recientemente, mediante la Ley 10/2002, de 21 de diciembre y en ejercicio 
de sus competencias normativas M, la Comunidad Autónoma de Andalucía h;i 
modificado la regulación estatal de las tasas sobre el juego. Así, respecto a la 
Tasa fiscal sobre los juegos de suerte, envite o azar, se suprime el recargo qm- 
recientemente creó la Ley 17/1999, de 28 de diciembre y, simultáneamente, se 
incrementa el tipo impositivo en idéntica cuantía (artículo). En cuanto a la ges­
tión y la recaudación de la tasa sobre juegos realizados a través de máquinas 
tipo B y C 65, se determina un modelo de gestión censal y se introduce un frac 
cionamiento automático para el ingreso del tributo (artículos 27 a 30). En la Tasa 
sobre rifas, tómbolas, apuestas y combinaciones aleatorias, se equipara el régi­
men de las exenciones al establecido por la legislación autonómica, se hace co­
incidir la base para el caso de las rifas y tómbolas y para las combinaciones

61 Según el artículo 3 Tercero del Real Decreto 16/1777, «será base imponible de la tasa Ion 
ingresos brutos que los casinos obtengan procedentes del juego o las cantidades que los jugadme* 
dediquen a su participación en los juegos que tengan lugar en los distintos locales, instalaciones «i 
recintos donde se celebren juegos de suerte, envite o azar».

62 Artículo 3 Quinto. Dos del Real Decreto 16/1777. También el Tribunal Constitucional lia 
observado este rasgo de la Tasa en el FJ. 12 de la Sentencia 126/1987, de 16 de julio.

63 Lo ha afirmado el propio Tribunal Constitucional en Sentencias como la 296/1994, ck- 1(1 
de noviembre (FJ. 4). En este pronunciamiento, la calificación como impuesto de la Tasa estatal d«l 
juego es la fórmula más sencilla hallada por el Tribunal para salvar la dicción del artículo 157.1 d« 
la CE, según la cual, los recargos autonómicos sólo caben respecto a los impuestos cedidos.

64 Artículo 19.2 e) LOFCA y artículo 42 de la Ley 21/2001, de 27 de diciembre.
65 El artículo 25.2 de la Ley 2/1986, de 19 de abril, del Juego y Apuestas de la Comunidad

de Andalucía (modificada por artículo 17 de la Ley 11/1998, de 28 de diciembre) define la tipología

de las máquinas recreativas y de azar.
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aleatorias y se reordenan los tipos impositivos (artículos 18 a 20). En cuanto a la 
gestión se regulan los deberes de declaración, liquidación e ingreso posibilitan­
do el régimen de autoliquidación mensual para las apuestas (artículo 31).

'• El Recargo autonómico sobre la Tasa fiscal sobre el juego

El artículo 12 de la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Au­
tónomas permite el establecimiento por las Comunidades Autónomas de recar­
gos sobre los tributos estatales cedidos 66. La redacción del precepto contrasta 
i on la del artículo 157.1 de la Constitución y la del artículo 56 del Estatuto de 
Autonomía de Andalucía que hablan sólo de recargos sobre impuestos. Como 
.abemos, respecto a esta Tasa, el Tribunal Constitucional ha esquivado la cues- 
nón sobre si son posibles los recargos sobre tasas o contribuciones especiales 
i alificando la Tasa estatal sobre el juego como un impuesto.

La Comunidad Autónoma de Andalucía ha creado un recargo de estas ca- 
i ucterísticas con relativa tardanza respecto a otras Autonomías 67. La Ley 17/1999 
lo establece para alguno de los supuestos gravados por la Tasa sobre juegos de 
suerte, envite o azar contenida en el Real Decreto-Ley 16/1977, de 25 de febre- 
io: los juegos celebrados en los casinos y las máquinas recreativas tipo B y C 68. 
Se trata de un tipo, fijado para 2002 en el 10 % o el 15% según se trate de jue­
gos en casinos o de máquinas tragaperras, calculado sobre la cuota de la Tasa. 
Sn régimen jurídico, como no es de extrañar, sigue parejo al de Tasa sobre la 
i|iie se calcula.

En este tipo de recargos se ha querido ver una vulneración de la prohibición 
di- la Sexta Directiva de establecer otras fórmulas de imposición sobre el consu­
mo distintas al IVA69. No compartimos este posicionamiento porque el recargo

w> Actualmente, ha de tratarse, además, de tributos cedidos en los que se tengan competen- 
i las normativas. No siendo posible, por ejemplo, un recargo autonómico sobre el IVA.

(’7 Cantabria, Castilla-La Mancha, Cataluña, Extremadura, Madrid, Murcia (esta CA, curio- 
fciuncnte, también establece un recargo sobre la Tasa que grava las rifas, tómbolas, apuestas y com­
binaciones aleatorias) y Valencia establecen, antes que Andalucía, recargos sobre la Tasa que gra­
va los juegos de suerte, envite o azar.

68 La clasificación de las máquinas recreativas la hallamos en el artículo 25.5 de la ley 2/ 
l'W) en la redacción dada por Ley 11/1998, de 28 de diciembre. Grosso modo, las máquinas tipo 
A son de puro juego, sin premio, mientras que las tipo B y C  conceden, eventualmente, premio en 
metálico al usuario.

M En este sentido la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña de 5 de octu- 
bir de 1999.
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. 
No creemos, sin embargo, que se produzca una suplantación de hechos 

imponibles contraria a la LOFCA y generadora de doble imposición. La tasa au­

tonómica recae sobre la mera actividad administrativa desencadenada al solici­

tar una autorización, renovación, modificación o expedición de documentos en 

materia de juegos de suerte, envite o azar. La Tasa fiscal cedida grava, en reali­

dad, el volumen de ingresos procedente de la realización de la «actividad de jue­

go» 61 a pesar de que el artículo 3 Primero del Real Decreto 16/1777 describa 1 

hecho imponible como la autorización, celebración u organización de juegos d 

uerte, envite o azar. Prueba de ello es el carácter periódico de esta tasa 62. Es 

característica y, en verdad, el resto del régimen jurídico han sido argumento 

utilizados para considerar a la tasa sobre los juegos de suerte, envite o azar com 

un auténtico impuesto 63. 

Recientemente, mediante la Ley 10/2002, de 21 de diciembre y en ejercici 

de sus competencias normativas 64, la Comunidad Autónoma de Andalucía h 

modificado la regulación estatal de las tasas sobre el juego. Así, respecto a 1 
Ta a fiscal sobre los juegos de suerte, envite o azar, se suprime el recargo qu 

recientemente creó la Ley 17 /1999, de 28 de diciembre y, simultáneamente, 

incrementa el tipo impositivo en idéntica cuantía (artículo). En cuanto a lag 

tión y la recaudación de la tasa sobre juegos realizados a través de máquin 

tipo B y C 65, se determina un modelo de gestión censal y se introduce un fra 

cionamiento automático para el ingreso del tributo (artículos 27 a 30). En la T: 

obre rifas, tómbolas, apuestas y combinaciones aleatorias, se equipara el ré 

men de las exenciones al establecido por la legislación autonómica, se hace e 

incidir la base para el caso de las rifas y tómbolas y para las combinacion 

61 Según el artículo 3 Tercero del Real Decreto 16/ 1777, «será base imponible de la tasa 1 

ingresos brutos que los casinos obtengan procedentes del juego o las cantidades que los jugado 

dediquen a su participación en los juegos que tengan lugar en los distintos locales, instalacion 

recintos donde se celebren juegos de suerte, envite o azar». 
62 Artículo 3 Quinto. Dos del Real Decreto 16/1777. También el Tribunal Constitucional 

observado este rasgo de la Tasa en el FJ. 12 de la Sentencia 126/1987, de 16 de julio. 
63 Lo ha afirmado el propio Tribunal Constitucional en Sentencias como la 296/1994, 

de noviembre (FJ. 4). En este pronunciamiento, la calificación como impuesto de la Tasa estatal 

juego es la fórmula más sencilla hallada por el Tribunal para salvar la dicción del artículo 157.1 

la CE, según la cual, los recargos autonómicos sólo caben respecto a los impuestos cedidos. 
64 Artículo 19.2 e) LOFCA y artículo 42 de la Ley 21/2001, de 27 de diciembre. 
65 El artículo 25.2 de la Ley 2/1986, de 19 de abril, del Juego y Apuestas de la Comunl 

de Andalucía (modificada por artículo 17 de la Ley 11/1998, de 28 de diciembre) define la tipol 

de las máquinas recreativas y de azar. 
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aleatorias y se reordenan los tipos impositivos (artículos18 a 20). En cuanto a la 

' stión se regulan los deberes de declaración, liquidación e ingreso posibilitan­

el régimen de autoliquidación mensual para las apuestas (artículo 31). 

t El Recargo autonómico sobre la Tasa fiscal sobre el juego 

El artículo 12 de la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Au­

nomas permite el establecimiento por las Comunidades Autónomas de recar­

'< sobre los tributos estatales cedidos 66. La redacción del precepto contrasta 

rnn la del artículo 157.I de la Constitución y la del artículo 56 del Estatuto de 

utonomía de Andalucía que hablan sólo de recargos sobre impuestos. Como 

1bemos, respecto a esta Tasa, el Tribunal Constitucional ha esquivado la cues-

11 ~ sobre si son posibles los recargos sobre tasas o contribuciones especiales 
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11 rte, envite o azar contenida en el Real Decreto-Ley 16/1977, de 25 de febre-
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l trata de_ un tipo, fijado para 2002 en el 10 % o el 15% según se trate de jue­

•os en casinos o de máquinas tragaperras, calculado sobre la cuota de la Tasa. 

11 régimen jurídico, como no es de extrañar, sigue parejo al de Tasa sobre la 
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En este tipo de recargos se ha querido ver una vulneración de la prohibición 
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que comentamos se establece sobre una Tasa que grava, como hemos visto, el 
rendimiento bruto obtenido por el empresario del juego. Se trataría más bien de 
un impuesto sobre la renta que de un impuesto sobre el consumo. Otro plantea­
miento distinto será el de la compatibilidad de la Tasa y su Recargo con las l i 
guras estatales que gravan específicamente la renta y, más aún, con el principio 
de capacidad económica.

Técnicamente, el debate queda ya sin contenido al haberse suprimido el ci­
tado recargo (que, por tanto, sólo ha existido un año) por la Ley 10/2002. Hay 
que observar, no obstante, que lo que se ha realizado es la sustitución del recar­
go por una elevación del tipo impositivo con lo que no parece que la medida 
tenga repercusiones recaudatorias.

f a c u l t a d  
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Modelo autonómico del IVA. 
Su traslación al ámbito comunitario

Juan Jesús M artos 

Prof. Asociado de Derecho Financiero y Tributario
Universidad de Granada

Sumario: I. Introducción. II. El derecho comunitario como límite. 1. Cesión de la 
recaudación del IVA. 2. Transferencia de competencias normativas. Armonización o uni­
ficación como cuestión de fondo. 3. Cesión de competencias de gestión. III. Modelo 
autonómico del IVA. IV. Traslación de los trabajos comunitarios sobre la im­
plantación del régimen definitivo del IVA. 1. El sistema de compensación o clea- 
ring. A. Compensación bilateral. B. Compensación mediante cuenta central. 2. Utiliza­
ción de variables macroeconómicas. 3. Procedimiento para la determinación de los 
índices territoriales de consumo del modelo autonómico del IVA. V. Conclusiones.

I. Introducción

El 27 de Julio de 2001, el Consejo de Política Fiscal y Financiera de las 
CC.AA., aprobó un nuevo acuerdo sobre financiación autonómica, que ha traído 
consigo la entrada en vigor de la Ley Orgánica 7/2001, de 27 de Diciembre, de 
modificación de la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas 
(LOFCA), y la Ley 21/2001, de idéntica fecha, por la que se regulan las medidas 
fiscales y administrativas del nuevo sistema de financiación autonómico. Este nuevo 
marco jurídico, aceptado por todas las CC.AA., sustituye el tradicional modelo de 
revisión quinquenal por otro de aplicación indefinida, con vocación de perdurabi­
lidad, como cauce para lograr una mayor estabilidad, con independencia de las 
modificaciones o actualizaciones que puntualmente puedan introducirse.

El principal rasgo del nuevo sistema es que desarrolla el Principio de auto­
nomía financiera de las CC.AA., al ampliar, de forma general, su capacidad nor­
mativa actual', e incrementar, sustancialmente, los recursos económicos de los

1 La Exposición de motivos de la Ley 21/2001, de 27 de Diciembre, señala que: «De este 
modo, en los tributos cedidos hasta la fecha, las Comunidades Autónomas continúan disfrutando de 
la misma capacidad normativa anterior, si bien ampliada en determinados aspectos. Así, por ejem-
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que comentamos se establece sobre una Tasa que grava, como hemos visto, 

rendimiento bruto obtenido por el empresario del juego. Se trataría más bien d 

un impuesto sobre la renta que de un impuesto sobre el consumo. Otro plant • 

miento distinto será el de la compatibilidad de la Tasa y su Recargo con las I• 

guras estatales que gravan específicamente la renta y, más aún, con el principi 

de capacidad económica. 
Técnicamente, el debate queda ya sin contenido al haberse suprimido el 

tado recargo (que, por tanto, sólo ha existido un año) por la Ley 10/2002. H y 

que observar, no obstante, que lo que se ha realizado es la sustitución del rec 

go por una elevación del tipo impositivo con lo que no parece que la medi 

tenga repercusiones recaudatorias. 




